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El 1 de diciembre del 2000 cambió el partido en el poder y cambiaron las personas que lo ejercen. Pero,
¿cambió el gobierno, comenzando por los objetivos de los gobernantes; los medios con los que
pretenden lograrlos; las leyes; las instituciones; las actitudes y acciones de los burócratas? No, y todo
indica que, hasta ahora, el gobierno de Fox no pretende otra cosa más que hacer mejor (más honesta y
eficazmente), lo que ya hacían los gobiernos priistas. Y ese no es el cambio que se necesita, sobre todo si
se ha de lograr el desarrollo de la economía.

Segunda ronda

El progreso económico es el resultado de un conjunto de elementos, entre los que destacan: la educación
y capacitación; la formación y acumulación de capitales; el espíritu emprendedor y trabajo productivo; el
comercio y la competencia; la estabilidad monetaria, las finanzas públicas sanas y una estructura
tributaria sensata; el Estado de Derecho aplicado a la economía; mercados flexibles, entre otros. En
México falta mucho para contar con estos elementos, lo cual se conseguirá si, quienes tienen la
responsabilidad de hacerlo, llevan a cabo la segunda ronda de reformas estructurales, sin la cual nuestra
economía seguirá como hasta ahora: en la antesala del progreso.

Primer fracaso

El primer paso hacia la segunda ronda de cambios estructurales habría sido la reforma fiscal, cuyos
principales objetivos deberían haber sido: establecer un límite a la capacidad recaudadora del gobierno;
generar finanzas públicas superavitarias y destinar ese excedente al pago de la deuda gubernamental;
imponer un candado constitucional al déficit presupuestal; despetrolizar los ingresos tributarios del
gobierno; avanzar en la sustitución de los impuestos al ingreso por los impuestos al consumo; avanzar en
la eliminación y reducción de impuestos; eliminar los tratos fiscales especiales; ampliar la base de
contribuyentes, todo ello desde el punto de vista de los ingresos del sector público. Desde la perspectiva
de los egresos, el objetivo general debería haber sido el ejercicio del gasto honesto, transparente y eficaz
(en este orden). El engendro tributario que tuvieron a bien imponernos los legisladores, ¿implica algún
avance hacia alguno de estos objetivos? Salvo la reducción de la tasa máxima del Impuesto Sobre la
Renta a 35%, difícilmente. En materia de cambio estructural el aborto de la reforma fiscal fue el primer
fracaso de la administración foxista, fracaso que nos impide contar con una de las condiciones del
progreso económico: finanzas públicas sanas (superávit presupuestario destinado a la liquidación de los
pasivos del gobierno), y una estructura tributaria sensata (pocos impuestos, pocas tasas, muchos
contribuyentes).

¿Qué suerte seguirán otras reformas pendientes, muchas de las cuales (la educativa, por ejemplo),
deberán ser fruto, no del intento de hacer mejor (con más honestidad, con más eficacia), lo que ya se
hace, sino de la voluntad de hacerlo (obviamente con honestidad y eficacia), de manera distinta (de
hecho, radicalmente distinta).

Tercero constitucional



Señalé a la educación como el primer elemento de ese conjunto de ingredientes que es condición
necesaria del progreso económico. ¿Hace falta insistir en la importancia de ésta, no solamente en la
formación del ser humano, sino en el camino hacia el progreso económico? No, lo que hace falta es
replantearnos la forma en la cual estamos educando a los mexicanos, y una buena manera de hacerlo es
comenzando por el artículo tercero de la Constitución, en el cual se afirma que "el Estado –federación,
estados y municipios – impartirá educación preescolar, primaria y secundaria", y que "toda la educación
que el Estado imparta será gratuita". ¿Qué tenemos? De entrada un exceso (el Estado impartiendo
educación), y una falacia (la gratuidad de la educación impartida por el Estado).

Exceso

Hay que distinguir: una cosa es que el Estado garantice la educación (sobre todo de aquellos que no
pueden pagarla), y otra muy distinta que el Estado se convierta en educador. Lo primero hay que
aceptarlo (sobre todo en un país como el nuestro, y con la vista puesta en los efectos generales y de largo
plazo de una población bien educada). Lo segundo hay que rechazarlo (ante todo en un país como
México, y dados los resultados obtenidos). Más allá de los logros (que en nuestro caso dejan mucho que
de-sear), atendiendo nada más a la lógica y a los principios, ¿conviene depositar en las manos del Estado
el monopolio de la educación?

Falacia

Nuevamente hay que distinguir: una cosa es que a determinados estudiantes no les cueste la educación, y
otra muy distinta que no le cueste a nadie, es decir, que realmente sea gratis. Al final de cuentas alguien
acaba pagando la educación que, de manera falaz e irresponsable, se adjetiva como gratuita. Falaz, en
primer lugar, porque no puede (insisto: no puede), ser gratuita y, en segundo término, porque en todo
caso es educación subsidiada, ¡algo muy distinto a la gratuidad! Irresponsable porque, de tanto insistir
que la educación es gratuita, los beneficiarios del subsidio pierden de vista a sus verdaderos
benefactores, no los gobernantes, sí los contribuyentes.

Reforma revolucionaria

La reforma educativa debe eliminar, primero, al Estado educador y, segundo, mantener el subsidio para
la educación básica (desde preescolar hasta preparatoria), y suprimirlo para la educación superior (desde
licenciaturas hasta doctorados), sustituyéndolo por el financiamiento.

Lo que es

Pongo de ejemplo la educación universitaria. Supongamos un muchacho quiere estudiar una licenciatura,
pero no cuenta con los recursos para pagarla. ¿Qué hace el Estado? Pone a su disposición un conjunto de
opciones, las llamadas universidades públicas, gratuitas o muy baratas (baratura y gratuidad que muchas
veces es inversamente proporcional a la calidad de los estudios impartidos y al valor del título expedido),
lo cual es posible en la medida en la que el Estado, con impuestos que salen de los bolsillos de los
contribuyentes, subsidia la oferta educativa: los recursos del subsidio van a dar, directamente, a los
bolsillos de los educadores, no de los educandos. ¿Resultados? Los que todos conocemos.

Lo que debería ser

Supongamos, de nueva cuenta, al muchacho que quiere estudiar una licenciatura, y no cuenta con los
recursos para pagarla. ¿Qué debería hacer el Estado? Financiarlo para que, escoja la universidad que más
le convenga y estudie una carrera. ¿Por qué sustituir el subsidio por el financiamiento? En primer lugar
por dos razones de tipo práctico. Primera: el financiamiento genera, en quien lo recibe, un grado de
responsabilidad que no genera el subsidio. Segunda: el financiamiento es más transparente que el



subsidio. En segundo término por una cuestión de principio: nada justifica que a un muchacho con la
capacidad para estudiar una licenciatura se le trate como a un menesteroso, objeto de subsidio. A ese
muchacho hay que tratarlo como sujeto de crédito, lo cual implica confiar que en el futuro, y fruto de
esos estudios universitarios, será una persona productiva (que son las únicas capaces de dar eso: frutos).

Evidentemente, ese financiamiento debe estar sujeto al cumplimiento de determinadas condiciones: se
otorgará en la proporción en la que se necesite; en función del promedio de la preparatoria; dependiendo
de los resultados del examen de admisión. Se mantendrá en función de un promedio mínimo a lo largo
de la carrera; de un determinado comportamiento en las aulas; de la asistencia y puntualidad a clases; del
compromiso para titularse en un determinado plazo de tiempo.

Lo contrario

¿De qué se trata? De sustituir, para el caso de la educación universitaria (otro debe ser el tratamiento a la
educación básica), el subsidio a la oferta por el financiamiento a la demanda, es decir, de hacer lo
contrario de lo que hoy se hace, pero sin que el Estado renuncie a la obligación de garantizar la
educación superior de quienes sean capaces de aprovecharla hoy y de pagarla en un futuro, siendo que
este pago dependerá de aquél aprovechamiento.

Conclusión

Hasta el momento la intención del gobierno de Fox ha sido realizar de mejor manera (más honesta y
eficazmente), lo que ya se viene haciendo, cuando el cambio de fondo (y no solamente de forma),
implica hacerlo de manera distinta. El caso de la educación universitaria es un buen ejemplo: dejar de
subsidiar la oferta para financiar la demanda, lo cual traería, de entrada, tres consecuencias deseables.
Primera: la libertad para que el muchacho que desea estudiar una licenciatura elija, entre todas las
universidades, públicas o privadas, la que más le convenga (lo cual implicaría la desaparición de la
universidad pública, no como universidad, pero sí como pública). Segunda: la competencia entre
universidades para ofrecer mejores "productos educativos". Tercera: la responsabilidad que trae consigo
el financiamiento, y que con el subsidio se diluye considerablemente.

Este es el tipo de cambios (reformistas en la forma, pero revolucionarios en el fondo), que necesitamos
en el país. Desdichadamente, estos cambios son los que, ni el Ejecutivo ha propuesto, ni el Legislativo
dispuesto, y buena muestra la tenemos en la reforma fiscal, que, tanto desde el punto de vista de lo
propuesto por el Ejecutivo, como de lo dispuesto por el Legislativo, dejó mucho que desear.

Por lo pronto el reto es enorme, y para enfrentarlo se necesita imaginación para concebir, no sólo una
mejor manera de hacer lo que ya se hace, sino una manera distinta de realizarlo


